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Resumen
Entre las virtudes de la Agenda 2030 se encuentra la de tratar de dar una respuesta más com-

prehensiva y urgente a los desafíos que plantea un mundo cada vez más complejo y cambiante. 
Este propósito ha llevado a poner en el centro de la agenda la dimensión cooperativa entendiendo 
que, en un mundo globalizado e interdependiente, será imposible abordar los desafíos planteados si 
no es articulando distintas formas de respuestas concertadas. Sin embargo, aunque esta dimensión 
cooperativa es ineludible para lograr las metas que se propone, la consecución de esta agenda pare-
ce requerir también avances en una dimensión más conflictiva, que ha ocupado un espacio residual 
hasta la fecha. El presente artículo aborda esta cuestión, analizando algunos ámbitos clave en los 
que será necesario asumir lógicas conflictivas y las implicaciones políticas e institucionales que de-
bieran derivarse de ello en el futuro.
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Abstract
Among the virtues of the 2030 Agenda is that of trying to provide a more comprehensive and 

urgent response to the challenges raised by an increasingly complex and changing world. This 
purpose has led to putting the cooperative dimension at the centre of the agenda understanding 
that, in a globalized and interdependent world, it will be impossible to address the challenges posed 
if it is not by articulating different forms of concerted responses. However, although this cooperative 
dimension is unavoidable to achieve the goals set, achieving this agenda also seems to require 
progress in a more conflictive dimension, that has occupied a residual space to date. This article 
addresses this issue, analysing some key areas in which it will be necessary to assume conflicting 
logics and the political and institutional implications that should derive from it in the future.
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1
Introducción

La aprobación de la Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible su-
puso un esfuerzo colectivo internacional sin precedentes a la hora 
de abordar, de manera comprehensiva e integral, los desafíos que 
plantea un mundo crecientemente complejo y dinámico. Un mundo 
caracterizado por el incremento de las interconexiones e interde-
pendencias de todo tipo, como el COVID-19, se ha encargado de 
ilustrarlo recientemente de una forma particularmente abrupta. 
Dentro de este propósito, y en sus primeros cinco años de vigencia, 
la Agenda 2030 ha centrado su discurso y su marco de acción de 
manera predominante en aspectos de carácter cooperativo, tratan-
do de fortalecer asociaciones y alianzas de diverso tipo para la con-
secución de los denominados Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS). En el presente artículo se defiende que, junto a esa dimen-
sión cooperativa, sin duda imprescindible para abordar eficazmente 
los retos que se plantea, la Agenda 2030 tendrá que desplegar y 
profundizar de manera simultánea en la dimensión conflictiva que 
demandan algunas de las transformaciones que esta promueve; 
una tarea que habría resultado, sin embargo, poco asumida y ex-
plorada hasta la fecha.

La dicotomía cooperación/conflicto ha sido una línea tradicional 
de pensamiento dentro de las ciencias sociales. De manera sintéti-
ca, puede entenderse que, mientras que la cooperación alude a un 
marco de relación en el que los actores operan conjuntamente para 
alcanzar un fin común, el conflicto remite a un marco de relación en 
el que los actores presentan intereses contrapuestos entre sí (Ross 
1995). En lo que se refiere a la dimensión cooperativa, cabe señalar 
que puede responder a motivaciones o racionalidades muy diver-
sas, que pueden agruparse en dos grandes categorías no excluyen-
tes entre sí. Por un lado, la cooperación entre actores puede darse 
por una motivación de carácter instrumental, en la medida en que 
los actores implicados perciben que el logro de sus objetivos es más 
viable actuando conjuntamente con el resto de los actores. Esto es 
lo que sucede, dependiendo de los casos, cuando se busca una 
coordinación que permite un uso más eficaz de los recursos exis-
tentes, cuando se tratan de aprovechar sinergias o complementa-
riedades observadas entre los actores o cuando se abordan proble-
mas de acción colectiva que requieren respuestas conjuntas, como 
ilustra el caso de los bienes públicos (Olson 1965, Sandler 1992). 
Por otro lado, las respuestas cooperativas pueden producirse tam-
bién por una motivación de carácter ético. En este caso, la coope-
ración se produce por la existencia de un compromiso o una convic-
ción de partida, que atribuye virtudes inherentes a esta forma de 
relación. Los vínculos y las relaciones de confianza que promueve o 
la capacidad constitutiva que atesora, en la medida en que puede ir 
conformando y redefiniendo en términos colectivos las identidades 
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y las preferencias de los actores implicados son algunas de estas 
virtudes asociadas a las relaciones cooperativas (Onuf 1989, Wendt 
1999). En todo caso, al margen de las motivaciones que la alienten, 
cabe decir que, desde este punto de vista, los arreglos y mecanis-
mos presentes en una sociedad, ya sean formales (como institucio-
nes, acuerdos o declaraciones específicas) o informales (más liga-
dos a las actitudes, prácticas y comportamientos de los actores), 
serían entendidos, precisamente, como la cristalización de esos ele-
mentos cooperativos.

Por su parte, la dimensión conflictiva ha sido observada de ma-
neras muy diversas dentro de las ciencias sociales. Salvo excepcio-
nes, y fuertemente influida por el funcionalismo, hasta mediados 
del siglo xx, predominó una visión negativa, en la que se conside-
raba el conflicto meramente como una fuente de inestabilidad. El 
conflicto era, en suma, un generador de costes sociales, políticos y 
económicos y, por tanto, suponía un elemento claramente disfun-
cional. Sin embargo, a partir de esa época, comenzaron a emerger 
visiones más ponderadas y positivas del conflicto, en las que se 
observaba el papel que este elemento puede desempeñar también 
como motor del progreso social. Antecedentes de esta visión ya 
pueden encontrarse, sin duda, en autores como Marx y Simmel 
(2010) a finales del siglo xix e inicios del xx (e incluso en Maquia-
velo, a inicios del xvi), pero serían autores como Coser (1961), 
Dahrendorf (1971) o Collins (1975) quienes llevasen a cabo una 
revisión más profunda y sistemática de este concepto, asumiéndolo 
como un rasgo definitorio de la dinámica social. A partir de estos 
trabajos, y con otras aportaciones provenientes desde enfoques y 
campos muy diversos (como la sociología, la ciencia política, la eco-
nomía, la filosofía o la antropología), se logró resituar el conflicto, 
entendiéndolo como un elemento que puede ser expresión de la 
pluralidad y de los antagonismos lógicos que acogen en su seno las 
sociedades más abiertas y complejas (Franzé 2014); un rasgo que, 
en determinadas ocasiones, le otorgaría un papel esencial como 
acelerador del cambio social. En este sentido, desde la perspectiva 
del conflicto, los mecanismos existentes (ya sean formales o infor-
males) no serían tanto una cristalización del consenso y la coopera-
ción, como se señaló más arriba, sino más bien marcos en los que 
poder dirimir y gestionar las disputas existentes. En la actualidad, 
los enfoques ligados al posestructuralismo y al posdesarrollo desta-
can como perspectivas teóricas en las que se incide especialmente 
en la dimensión conflictiva dentro de su marco analítico (Escobar 
2012, Esteva et al. 2013, Gudynas 2017).

Como resultado de todo lo anterior, puede decirse que, dentro 
de las ciencias sociales, predominan en la actualidad visiones ecléc-
ticas que, aunque con diversos grados de énfasis en uno u otro 
elemento, asumen que las sociedades se componen de un complejo 
entramado de vínculos y dinámicas en las que conviven tanto for-
mas y lógicas cooperativas como otras de naturaleza conflictiva. 
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Así, la presencia de estas dos dimensiones afecta centralmente a 
los procesos de desarrollo, entendidos como dinámicas de transfor-
mación en las que inciden tanto elementos de carácter cooperativo 
como conflictivo. Cabe preguntarse, pues, si el marco de acción 
internacional que actualmente orienta el trabajo por el desarrollo 
sostenible (la Agenda 2030) está asumiendo y abordando de mane-
ra equilibrada ambas dimensiones. Y, de no ser así, qué implicacio-
nes pueden derivarse de cara al futuro.

A partir de la revisión y análisis de los documentos oficiales, de 
los informes existentes y de la extensa bibliografía especializada en 
este ámbito, en el presente artículo se parte de una doble hipótesis: 
la primera, que la Agenda 2030 ha centrado, hasta la fecha, su 
atención en los aspectos más cooperativos, prestando menor aten-
ción a los elementos de carácter más conflictivo que el cumplimien-
to de la Agenda 2030 comporta; la segunda, que reforzar la capa-
cidad transformadora de esta agenda (frente a otras lecturas o 
enfoques más continuistas o reformistas que esta agenda también 
admite) requerirá prestar una mayor atención en el futuro a estos 
elementos de naturaleza conflictiva. Con ese fin, el artículo se es-
tructura en cinco apartados. Tras esta breve introducción, en el 
segundo apartado, se analizan los rasgos y elementos de la Agenda 
2030 que se han orientado a incidir y reforzar la dimensión coope-
rativa a diversos niveles. En el tercer apartado, se aborda la rele-
vancia de profundizar en la dimensión conflictiva para incrementar 
las opciones de avanzar en los ODS, destacando tres ámbitos de 
trabajo específicos en los que será necesario asumir esta lógica. En 
el cuarto apartado, se analizan las implicaciones que comporta de-
dicar una mayor atención a la dimensión conflictiva, particularmen-
te en el nuevo contexto generado por el COVID-19. Por último, en 
el quinto apartado, se recoge un conjunto de conclusiones deriva-
das de todo el análisis precedente.

2
La Agenda 2030 como refuerzo  
de la dimensión cooperativa

Como es sabido, la aprobación de la Agenda 2030 de Desarrollo 
Sostenible trajo consigo considerables cambios en la forma de en-
tender y promover los procesos de desarrollo. Quizá el fundamental 
es su carácter universalista, derivado del cuestionamiento del mo-
delo de desarrollo actualmente vigente, al abogar por la necesaria 
transición hacia otros modelos que sean compatibles con el entorno 
natural y resulten más inclusivos socialmente; un enfoque que, por 
tanto, ha llevado a interpelar por primera vez no solo a los países 
en desarrollo —como hicieron agendas anteriores—, sino también a 
los países tradicionalmente considerados «desarrollados», que pre-
sentarían carencias en muchas de las metas recogidas en los ODS.
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Pero, al tiempo, es necesario destacar que la Agenda 2030 fun-
damentalmente ha constituido una expresión de una determinada 
forma de aproximarse a los retos que plantea la globalización y una 
elección en torno al tipo de respuestas que se necesitarían para 
poder abordarlos eficazmente. En este sentido, la Agenda 2030 
puede concebirse no solo como un nuevo contrato social de alcance 
global —estableciendo unos mínimos vitales que debieran estar dis-
ponibles para todas las personas—, sino que, además, conforma en 
sí misma un posicionamiento político dentro del eje nacionalismo-
cosmopolitismo; un eje que se ha convertido en una de las tensio-
nes clave de nuestro tiempo y cuya relevancia se ha visto incluso 
incrementada en los cinco años transcurridos desde la aprobación 
de la Agenda 2030, en el contexto de las denominadas «crisis de 
globalización» (Zürn y De Wilde 2016; Sanahuja 2016, 2019; Iken-
berry 2019). Así, de un lado del eje aparecen las visiones naciona-
listas en las que se aboga por una estrategia defensiva —o «hacia 
dentro»—, basadas en el repliegue del Estado-nación, el rechazo al 
multilateralismo y el fortalecimiento del principio de soberanía es-
tatal clásica; una posición que cabe ilustrar, con diversos matices, 
por casos como los de Trump en Estados Unidos, Bolsonaro en Bra-
sil o Johnson en el Reino Unido, por señalar algunos de los ejemplos 
más notables. De otro lado, están las visiones más cosmopolitas 
—o «hacia fuera»—, en las que se propone tratar de gestionar las 
interdependencias que, ineludiblemente, trae consigo la globaliza-
ción, incrementando la acción colectiva internacional y construyen-
do mayor capacidad de gobernanza global, lo que implicaría apostar 
por un multilateralismo renovado y una redefinición de la soberanía 
estatal (Beck 2002, 2005; Held 2005, 2012; Innerarity 2020). La 
Agenda 2030 se aproxima más a esta segunda visión, por cuanto 
promueve la cooperación entre Estados; un posicionamiento que 
comporta un primer ámbito —el referido a la relación entre Esta-
dos—, en el que se observa una mayor atención a los elementos 
cooperativos por parte de la Agenda 2030 para abordar los desafíos 
de la globalización.

Un segundo ámbito en el que la Agenda 2030 ha concentrado 
su atención y discurso en sus elementos más cooperativos es aquel 
en el que se alude a los marcos de relación entre los gobiernos es-
tatales y los gobiernos subestatales. Mientras que los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio (ODM), vigentes durante el período 2000-
2015, obviaron el papel que debían desempeñar estos últimos ac-
tores denotando una visión sesgada hacia el rol de los gobiernos 
centrales, la Agenda 2030 ha asumido un enfoque multinivel, cuyo 
adecuado despliegue implica incrementar las dosis de cooperación 
y articulación entre los diversos niveles de la Administración Públi-
ca. Muchos son los objetivos y metas que se asume que difícilmen-
te podrán ser alcanzados sin la participación de los gobiernos sub-
estatales (UCLG 2015). El ODS 11 quizá es el más claro, dado que 
en él se alude, de manera explícita, en su enunciado a las «ciuda-
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des», cuyo papel en el desarrollo sostenible es cada vez más rele-
vante por los cambios que se han producido en la «geografía de la 
pobreza» —concentrada, de manera creciente, en entornos urba-
nos y periurbanos— y por sus responsabilidades en la gestión de 
cuestiones clave como la planificación urbana, la vivienda, la movi-
lidad o la gestión de residuos. Pero el papel de los gobiernos subes-
tatales parece igualmente ineludible para avanzar en aquellos obje-
tivos más ligados a la cobertura de las necesidades sociales básicas 
y a la lucha contra la desigualdad (que afectan, al menos, a los seis 
primeros ODS y al ODS 10), debido a la mayor cercanía y la capa-
cidad de estos niveles de gobierno para identificar ámbitos de ex-
clusión —y «no dejar a nadie atrás»— y a las competencias que 
atesoran en algunas materias ligadas a estos objetivos. Lo mismo 
ocurre para promover un desarrollo económico con base territorial, 
donde se fomente las bases productivas locales con procesos más 
limpios y apegados al territorio (ODS 7, 8 y 9); para aplicar a esca-
la local políticas de mitigación del cambio climático y de protección 
de la biodiversidad y de los ecosistemas (ODS 13, 14 y 15) o, por 
señalar un último ejemplo, para mejorar la gobernabilidad local, la 
participación democrática y el empoderamiento de la ciudadanía 
(ODS 16). En suma, la Agenda 2030 incorpora una visión multinivel 
que interpela directamente a los gobiernos subestatales y que ha 
incidido en la necesidad de activar lógicas y marcos cooperativos 
entre los diversos niveles de la Administración, dejando de lado los 
elementos conflictivos que esta relación también lleva asociados.

Un tercer ámbito en el que la Agenda 2030 orienta su atención 
a los elementos más cooperativos se relaciona con el denominado 
«carácter integral» de la agenda, que ha emergido como otro de 
sus rasgos distintivos. Como es sabido, y muy relacionado con los 
avances que se han producido en la doctrina del desarrollo, la Agen-
da 2030 parte de la convicción de que, para alcanzar unos ODS, es 
ineludible avanzar simultáneamente en otros ODS. Lejos de asumir 
visiones más segmentadas que, en el pasado, llevaron a observar 
los objetivos de desarrollo casi como realidades estancas, la Agen-
da 2030 incide especialmente en las interconexiones e imbricacio-
nes que se producen entre los diversos objetivos y metas (Le Blanc 
2015, Donoghue y Khan 2019). No es posible avanzar en la mitiga-
ción del cambio climático (ODS 13) sin atender a cuestiones ligadas 
a la pobreza (ODS 1), la desigualdad (ODS 10) o el ámbito educa-
tivo (ODS 4), como tampoco se logrará avanzar en el objetivo relati-
vo a salud (ODS 3) si no se atiende, simultáneamente, a aspectos 
referidos a la desigualdad de género (ODS 5), a las relaciones labo-
rales (ODS 10) o al acceso al agua (ODS 6), por poner algunos 
ejemplos. Esta densa red de vínculos que existe entre los ODS obli-
ga, pues, a una mayor cooperación y articulación entre las diversas 
áreas sectoriales y de gobierno y, en suma, a una mayor transver-
salidad en la acción pública. Si bien es una dinámica de trabajo que 
debiera estar inserta por defecto en el seno de la Administración, es 
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conocido que la coordinación interministerial o interdepartamental, 
en ocasiones, no ha operado como sería deseable (Alonso et al. 
2017). En ello han incidido factores tan diversos como el descono-
cimiento de las interrelaciones existentes, la carencia de las capa-
cidades y recursos necesarios para implementarla o, incluso, la 
presencia de una cultura administrativa que, a veces, se muestra 
demasiado celosa del ámbito propio de gestión y muestra renuen-
cias a la coordinación. De esta forma, en esta lógica transversal que 
la integralidad de la Agenda 2030 obliga a asumir, se incide también 
en aspectos cooperativos; en este caso, de carácter intersectorial e 
interdepartamental dentro de la Administración, desatendiendo 
aquellos espacios de colisión y conflicto que también cabe observar.

Por último, un cuarto ámbito en el que ha predominado el én-
fasis en los elementos más cooperativos por parte de la Agenda 
2030 es el que remite al denominado enfoque multiactor (Fowler y 
Biekart 2017). En este sentido, aunque se trata de una agenda 
que compromete centralmente a los gobiernos y poderes públicos, 
es compartido que el carácter integral y ambicioso en el que des-
cansa hace imposible su consecución sin la participación e implica-
ción de otros actores; de ahí que se reclame que los poderes públi-
cos no actúen solo como proveedores de recursos, sino también 
como una suerte de catalizadores, movilizando y poniendo en juego 
los recursos y capacidades que atesoran actores muy diversos. Sin 
renunciar a las múltiples contribuciones que cada uno de estos 
agentes puede realizar, será relevante tratar de poner en juego y 
capitalizar sus respectivos valores añadidos. Serán necesarias las 
empresas, por los recursos financieros que pueden aportar, pero 
también por los servicios especializados que pueden proveer; las 
organizaciones de la sociedad civil, por su papel en cuestiones como 
la participación ciudadana, la sensibilización o la incidencia o, por 
poner un último ejemplo, las universidades, como socias ineludibles 
en materia de investigación y formación. El aprovechamiento de 
estos recursos y capacidades diferenciados está en la base de la 
articulación de las denominadas «alianzas multiactor» que la Agen-
da 2030 reclama —especialmente a través del ODS 17—, poniendo 
de nuevo el énfasis en los elementos cooperativos, en este caso, 
entre actores y entidades de diversa naturaleza, desplazando a los 
elementos conflictivos que también definen estas relaciones.

En suma, como se ha tratado de ilustrar, en sus primeros cinco 
años de existencia, la Agenda 2030 ha concentrado su atención y 
discurso en diversos elementos de carácter cooperativo, incidiendo 
en la necesidad de reforzar la cooperación entre Estados, entre ni-
veles de la Administración, entre sectores y departamentos o entre 
actores de distinta naturaleza. Esta dimensión cooperativa en la 
que se ha centrado la Agenda 2030 resulta, sin duda, necesaria 
pero quizá no suficiente para lograr los propósitos que se plantea, 
por cuanto remite a cuestiones de profundo carácter político, en las 
que existen también importantes fricciones y conflictos.
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3
La dimensión conflictiva  
en la Agenda 2030, una tarea pendiente

Como se ha visto, la Agenda 2030 ha puesto hasta la fecha un 
especial énfasis en reforzar los aspectos ligados a la dimensión coo-
perativa, poniendo menor atención en los elementos de naturaleza 
más conflictiva. Sin embargo, un mayor grado de avance hacia los 
ODS requerirá articular también discursos y políticas en los que se 
aborden los elementos más conflictivos, asumiendo la existencia de 
visiones e intereses contrapuestos. La necesidad de abordar estos 
elementos más conflictivos se puede observar con especial nitidez 
en tres ámbitos específicos: la movilización de recursos privados, la 
captación de recursos públicos y la gobernanza del sistema interna-
cional.

3.1. La movilización de recursos  
privados para los ODS

Existen dos consideraciones sobre las que existe un amplio 
consenso en relación con la financiación del desarrollo y la Agenda 
2030. La primera tiene que ver con que se ha producido una priva-
tización de la financiación hacia los países en desarrollo en las últi-
mas décadas, en el sentido de que, entre los principales flujos ex-
ternos que han recibido estos países, han ganado peso aquellos de 
origen privado en relación con los de procedencia pública. Esto ha 
llevado a que, según datos de la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económicos (OCDE), el peso de la financiación de 
carácter público haya caído desde el 77 hasta el 17 % entre 1970 y 
2017, mientras que los recursos de carácter privado han incremen-
tado su peso desde el 23 hasta el 83 % en ese mismo período.

La segunda se relaciona con la amplia brecha de financiación 
que existe para poder alcanzar, en 2030, las metas planteadas por 
los ODS. Estas necesidades, que el Banco Mundial sintetizó con la 
conocida expresión «From billions to trillions» (Banco Mundial 2015, 
Mawdsley 2018), han tratado de ser cuantificadas por un conjunto 
de estudios de diversa índole, entre los que destacan desde el rea-
lizado por Greenhill y Ali (2013) hasta los promovidos por la Confe-
rencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD 
2014), la Red de Soluciones para un Desarrollo Sostenible de Nacio-
nes Unidas (Schmidt-Traub 2015) o el Fondo Monetario Internacio-
nal (FMI) (Gaspar et al. 2019). Aunque el promedio de estas esti-
maciones se situaba en torno a los 1,3 billones de dólares anuales, 
un estudio reciente de la OCDE ha elevado esta brecha de financia-
ción hasta los 4,2 billones tras la crisis generada por el COVID-19, 
que serían los recursos adicionales (públicos y privados) que habría que 
movilizar cada año de aquí hasta 2030 (OCDE 2020).
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Ambos elementos parecen constatar la necesidad de atraer al 
sector privado al marco de acción definido por la Agenda 2030, si se 
quiere tener opciones de alcanzar los ODS. Esto, en muchas ocasio-
nes, podrá encajar sin problema en la última de las dimensiones 
cooperativas que se señalaban más arriba —la relativa a actores de 
distinta naturaleza—, tal y como ilustran las denominadas Alianzas 
Público-Privadas para el Desarrollo y otros esquemas multiactor 
(Hazlewood 2015). Pero, en otras ocasiones, comportará también 
espacios de conflicto que será necesario identificar y abordar, si se 
pretende no solo lograr movilizar recursos privados sino, fundamen-
talmente, garantizar su adecuada orientación y sintonía con la pro-
moción del desarrollo sostenible, tal y como propone la Agenda de 
Acción de Adís Abeba (AAAA) sobre financiación del desarrollo (2015).

Estos espacios de conflicto derivan del marco de incentivos pro-
pio con el que operan las empresas que, por su naturaleza, se en-
cuentra estrechamente relacionado con la búsqueda de rentabili-
dad; un rasgo que no las convierte automáticamente en actividades 
incompatibles con la promoción del desarrollo sostenible, pero que 
tampoco garantiza que esa compatibilidad se vaya a producir de 
manera espontánea; de ahí la relevancia de identificar y abordar las 
colisiones que, en ocasiones, se producen entre ambas lógicas —la 
promoción del desarrollo sostenible (o el interés social) y la bús-
queda de rentabilidad (o el interés privado)— y la necesidad de 
velar por que, en las formas de colaboración público-privada, pre-
valezca la primera de ellas; todo ello sin perder de vista que el ob-
jetivo último, desde la perspectiva multidimensional que defiende la 
Agenda, debiera ser que la propia noción de rentabilidad incorpora-
se criterios sociales y medioambientales.

Será necesario, pues, tratar de aprovechar todas las aportacio-
nes que el sector privado puede realizar al desarrollo sostenible, 
pero dotándose de criterios y directrices claras que permitan ges-
tionar estas zonas de fricción; un propósito que obliga a atender a, 
al menos, cuatro elementos poco tratados y sistematizados hasta la 
fecha (Romero 2015, Alonso et al. 2019). En primer lugar, se ha de 
identificar y justificar en qué contextos este tipo de fórmulas públi-
co-privadas pueden resultar la opción más pertinente y adecuada. 
En segundo lugar, se debe garantizar que la participación del sector 
privado se produce en el marco de las demandas y necesidades 
identificadas previamente por el socio receptor, respetando su apro-
piación y evitando que desatienda o distorsione esas prioridades. 
En tercer lugar, se necesita articular una relación equilibrada —en 
lo que se refiere al reparto de costes y beneficios y a la asunción de 
riesgos— entre el sector público y el privado. Y, por último, se pre-
cisa que esas colaboraciones se produzcan solo con empresas 
«coherentes» con el desarrollo sostenible y que rindan cuentas de 
su actividad en este sentido, tal como se exige en la meta 12.6 de 
los ODS y como promueven iniciativas como el denominado Pacto 
Mundial de Naciones Unidas.
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Se trata, en definitiva, de articular mecanismos que, partiendo 
de la dimensión cooperativa que debe regir la relación entre los ac-
tores públicos y privados, permitan atender a la dimensión conflic-
tiva que también, en ocasiones, caracteriza a esta relación, como 
muestran algunas experiencias (Eurodad 2018); una tarea en la 
que se han producido escasos avances, hasta la fecha, en el marco 
de la Agenda 2030.

3.2. La captación pública de recursos:  
fiscalidad y ODS

Si la movilización de la financiación privada es crucial para el 
logro de los ODS, no menos relevante será la captación de recursos 
privados para su posterior asignación pública, lo que directamente 
remite al ámbito de la fiscalidad. La recaudación fiscal adquiere 
particular relevancia si se tiene en cuenta que los ODS constituyen 
esencialmente una agenda de políticas públicas —en ámbitos muy 
amplios y diversos—, lo que demanda una adecuada disposición y 
dotación de recursos por parte de los gobiernos y administraciones 
públicas. Esto, a su vez, remite a dos dimensiones fundamentales: 
la captación de recursos domésticos y el desarrollo de una fiscalidad 
supranacional.

Respecto a la primera de ellas, es necesario tener en cuenta 
que la movilización de recursos domésticos supone, con amplia di-
ferencia, la principal fuente potencial de financiación del desarrollo: 
se estima que el 85 % de esta financiación sería de origen domés-
tico, frente al 15 %, que tendría procedencia internacional (Alonso 
et al. 2019); de ahí que la movilización de estos recursos domésti-
cos constituya el primer ámbito de acción señalado por la AAAA. 
Aunque la movilización, canalización y orientación al desarrollo de 
estos recursos domésticos depende de factores muy diversos, el 
sistema fiscal constituye, sin duda, una pieza esencial de este en-
granaje. Así lo señalan diversos estudios, como el elaborado recien-
temente por el FMI y del que cabe destacar, de manera adicional, 
dos ideas especialmente relevantes aquí (Gaspar et al. 2019). Por 
un lado, se encuentran los menores incentivos que el sector privado 
tiene para invertir en algunos ODS, particularmente aquellos más 
ligados a necesidades sociales básicas, que tienen un claro rendi-
miento social pero, generalmente, una menor rentabilidad econó-
mica. Además de la necesidad de prestar mayor atención a la fuer-
te correlación que existe entre rendimiento social y rendimiento 
económico —por ejemplo, entre la productividad, por un lado, y la 
desigualdad o el acceso a servicios sociales básicos, por otro (CEPAL 
2018)—, se trata de un aspecto que reforzaría la necesidad de de-
dicar recursos de naturaleza pública a estos últimos propósitos.  
Y, por otro lado, se hallan los esfuerzos suplementarios que los paí-
ses en desarrollo debieran realizar en su recaudación fiscal —medi-
do sobre el producto interno bruto (PIB)— para poder alcanzar los 
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ODS, que van desde el 4 % de los países emergentes hasta el 15 % 
en los países de bajo ingreso, para los que representa un esfuerzo 
difícilmente asumible.

De cualquier modo, es claro que la captación de estos recursos 
domésticos a través del sistema fiscal alude a medidas de clara na-
turaleza conflictiva; en parte, porque no todas las visiones compar-
ten el diagnóstico de que sea necesario conformar sistemas fiscales 
más robustos y progresivos para promover el desarrollo defendién-
dose, desde algunas posiciones, la necesidad de disponer de siste-
mas tributarios aún más laxos. Pero sobre todo porque, más allá de 
las complejidades técnicas que puedan comportar, es claro que las 
reformas fiscales tienen una marcada naturaleza política, en la me-
dida en que alteran las pautas redistributivas vigentes en una so-
ciedad, generando por ello resistencias en determinadas élites y 
grupos de poder tradicionalmente renuentes a estos cambios (Ji-
ménez y Solimano 2012, Serna y Bottinelli 2018).

Y algo similar ocurre con la segunda de las dimensiones seña-
lada, la que remite a la fiscalidad de tipo supranacional. En este 
caso, la AAAA sitúa a los impuestos y las tasas globales dentro de 
los denominados mecanismos innovadores de financiación para el 
desarrollo, reconociendo también su clara potencialidad para la 
captación de recursos adicionales (Naciones Unidas 2015). Existen, 
de hecho, algunas experiencias concretas en este sentido, pero re-
sultan ejemplos imperfectos para calibrar las potencialidades finan-
cieras que puede atesorar la fiscalidad supranacional. En primer 
lugar, porque se ha tratado de experiencias dispersas y muy acota-
das, tales como las tasas a los billetes de avión o a la emisión de 
CO2 por parte de las compañías aéreas; unas iniciativas que, no 
obstante, han captado recursos con los que se han financiado acti-
vidades vinculadas con la salud global, como las que desarrollan la 
Alianza Global para Vacunas e Inmunizaciones (GAVI), Unitaid o el 
Fondo Mundial para la Lucha contra el Sida, la Malaria y la Tubercu-
losis. Y, en segundo lugar, porque se trata de impuestos globales 
pero anclados aún en marcos recaudatorios nacionales. Quizá la 
tasa sobre las transacciones financieras, explorada por un grupo de 
países de la Unión Europea a través de un mecanismo de coopera-
ción reforzada, es la que más se ha aproximado a esa lógica, pero 
está lejos de haberse convertido aún en un impuesto global en sen-
tido pleno (Hemmelgarn et al. 2016).

En cualquier caso, la disposición de una fiscalidad de tipo su-
pranacional resulta especialmente relevante por, al menos, tres ra-
zones. Por un lado, por su capacidad de captar recursos adicionales 
y reducir la brecha financiera antes señalada para la consecución de 
los ODS; unos recursos que serían particularmente relevantes no 
solo para cubrir metas de alto rendimiento social y menos atracti-
vos para la financiación privada, sino también para garantizar la 
provisión de aquellos bienes públicos globales que, por su naturale-
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za, tampoco son provistos por los actores privados de manera es-
pontánea (Kaul 2019). Por otro lado, porque en un mundo cada vez 
más integrado e interdependiente es difícil justificar que no se acti-
ven mecanismos y políticas similares a aquellas que los Estados han 
puesto en marcha en su interior para incrementar sus propios nive-
les de cohesión, justicia social y estabilidad, de modo que se ase-
gure un acceso equitativo y sostenible a un conjunto de bienes y 
servicios. Y, por último, porque este tipo de impuestos generan re-
cursos de manera automática y previsible, lo que estimula dinámi-
cas de relación más simétricas entre los países —basadas en obli-
gaciones y derechos— que aquellas que, en ocasiones, se derivan 
de otros mecanismos de carácter más voluntario y discrecional, 
como la ayuda internacional.

Por supuesto, todo esto requerirá importantes dosis de coope-
ración, más aún si se incluyen cuestiones estrechamente vinculadas 
con la lucha contra la evasión fiscal o la eliminación de los paraísos 
fiscales —responsables de una pérdida de unos cuatrocientos vein-
tisiete mil millones de dólares anuales (Tax Justice Network 2020)— 
que requieren respuestas concertadas entre los países (Alonso 
2018). Pero, sin duda, incorpora también una lógica de conflicto, 
especialmente frente a algunas formas de corporaciones multina-
cionales y de movimientos globales de capital, que habrá que asu-
mir y afrontar en términos fiscales, incrementando la capacidad 
recaudatoria de los poderes públicos y, con ello, las opciones de 
éxito de la Agenda 2030; un aspecto en el que tampoco se han re-
gistrado avances considerables en los últimos años.

3.3. Los ODS y la gobernanza  
del sistema internacional

Si hay un aspecto de profundo carácter político dentro de cual-
quier comunidad política —en este caso, la sociedad internacional— 
es quién toma las decisiones y cómo lo hace. En este sentido, la 
Agenda 2030 no solo implica una apuesta por una mayor gobernan-
za global —estimulando, como se señaló, la cooperación entre Es-
tados—, sino que también reclama una revisión y reforma demo-
crática de los organismos multilaterales en los que esa gobernanza 
debe descansar, para hacerla más participativa, abierta y transpa-
rente. Y esto último remite, de nuevo, a elementos más conflicti-
vos, por cuanto supone democratizar los procesos, cuotas y lógicas 
de poder con los que operan algunos de estos organismos. Así se 
reconoce en los propios ODS, que incluyen la necesidad de aumen-
tar la legitimidad de las instituciones financieras internacionales, 
asegurando «una mayor representación e intervención» de los paí-
ses en desarrollo (meta 10.6) y a «ampliar y fortalecer la participa-
ción» de estos países en las instituciones de gobernanza mundial 
(meta 16.8); unas metas en las que, sin embargo, no se han obser-
vado avances significativos en los últimos años y ni siquiera son 



_121

COOPERACIÓN Y CONFLICTO EN LA AGENDA 2030: ¿UNA RELACIÓN DESEQUILIBRADA? G. Santander-Campos
Revista Iberoamericana de Estudios de Desarrollo/Iberoamerican Journal of Development Studies

Volumen/volume 10, número/issue 2 (2021), pp. 108-129. ISSN: 2254-2035

abordadas en los propios informes de progreso de los ODS (Nacio-
nes Unidas 2019). En este sentido, pareciera que los cambios en la 
gobernanza internacional se ven casi como una desembocadura na-
tural que nos encontraremos al final del camino de los ODS, cuando 
todo indica que será necesario dotarse previamente de estos meca-
nismos de gobernanza para poder transitar eficazmente ese cami-
no. Esto afecta a instituciones y organismos muy diversos, pero 
puede aludirse aquí a dos ejemplos de particular relevancia en el 
ámbito de la promoción del desarrollo.

El primero es el que remite al Banco Mundial, una institución de 
especial relevancia, puesto que no solo tiene un mandato explícito 
en la promoción del desarrollo y lucha contra la pobreza, sino que, 
además, se ha conformado como el principal organismo multilateral 
en materia de financiación del desarrollo (OCDE 2018). Pese a estar 
compuesto por 189 países, el directorio ejecutivo que gobierna esta 
institución se compone tan solo de 25 «sillas». Esto hace que algu-
nos Estados tengan silla propia —en particular, Estados Unidos, Ja-
pón, China, Alemania, Francia, Reino Unido, Arabia Saudí y Rusia—,1 
mientras que, por ejemplo, 55 países africanos tengan que repar-
tirse en solo dos asientos. Al tiempo, en sintonía con su naturaleza 
de banco, esta institución reparte las cuotas de voto de sus accio-
nistas —los Estados miembros— en función del capital suscrito por 
cada uno de ellos. Esto ha llevado a que, en el directorio ejecutivo 
que gobierna esta institución, haya países como Estados Unidos, que 
concentran casi el 16 % del voto, mientras que, por ejemplo, las 
dos sillas señaladas compuestas por países africanos ni siquiera 
alcanzan de manera conjunta el 4 % de los votos; una diferencia 
muy considerable, especialmente si se tiene en cuenta que las re-
formas de este organismo requieren el 85 % del voto, lo que otorga 
de facto un derecho de veto a Estados Unidos y explica que apenas 
haya habido correcciones significativas de este reparto a lo largo de 
la historia de la institución, pese a los cambios que se han produci-
do en el orden económico internacional (Strand y Retzl 2016, Clark 
2017).

El segundo se refiere al sistema internacional de ayuda, en el 
que las principales decisiones y consensos siguen conformándose 
en el Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD), un órgano de la OCDE 
compuesto por 30 miembros —29 países y la Comisión Europea— y 
que aglutina, de manera exclusiva, a los tradicionalmente conside-
rados países desarrollados o donantes. Esto ha provocado que ha-
yan quedado fuera de la toma de decisiones en la política de ayuda 
los receptores o «países en desarrollo», pese a ser sus principales 
destinatarios y que, además, se haya mostrado como una arquitec-
tura institucional incapaz de acoger nuevas dinámicas de creciente 
relevancia, por sentirse ajenas a este marco, como la que conforma 
la cooperación Sur-Sur, que se produce entre dos países en desa-
rrollo que deciden compartir sus recursos y capacidades (Chaturve-
di et al. 2012, Mawdsley 2012).

1	 De manera específica, se toma 
aquí como referencia el reparto 
existente en el seno del Banco 
Internacional de Reconstrucción 
y Fomento (BIRF), una de las 
cinco instituciones que 
conforman el denominado 
Grupo Banco Mundial. En el 
caso de Rusia, desde 2014, 
comparte silla con Siria, aunque 
la denominación del director 
ejecutivo sigue recayendo de 
manera exclusiva en este país.
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Las demandas insatisfechas de mayor representatividad y par-
ticipación de los países en desarrollo en instituciones como el Banco 
Mundial o el CAD, por señalar algunos ejemplos claros, están en la 
base de dos síntomas recientes observados en la gobernanza del 
sistema internacional: por un lado, la conformación por parte de las 
potencias emergentes de instituciones multilaterales alternativas, 
como el Nuevo Banco de Desarrollo —creado y controlado por los 
BRICS— o el Banco Asiático de Inversión en Infraestructuras (Wang 
2019) y, por otro lado, la irrupción de algunos híbridos o estructuras 
ad hoc, que tratan de corregir parcialmente esas imperfecciones, 
tales como el G20 —que, junto a los tradicionales países ricos, con-
voca a las potencias emergentes— o, en el ámbito más específico 
de la eficacia de la ayuda, la denominada Alianza Global para la 
Cooperación Eficaz al Desarrollo, con una estructura cogobernada 
por el CAD y el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD), además de tres países de distintos niveles de renta (Sanahu-
ja 2016). Y, en un sentido parecido, cabría aludir también a la nue-
va métrica impulsada para captar la financiación para el desarrollo 
sostenible. El denominado Total Official Support for Sustainable De-
velopment (TOSSD) está gestionado, de manera provisional, por 
grupos de trabajo de la OCDE y de Naciones Unidas, pero sin una 
decisión clara aún respecto a su estructura de gobernanza en el 
futuro. La decisión final que se tome al respecto será de especial 
relevancia: no solo porque pretende ser una métrica vinculada a los 
ODS sino, además, porque entre sus objetivos está el de incluir 
también las aportaciones de los países en desarrollo —no solo de 
los desarrollados—, así como no se limita a computar solo los recur-
sos oficiales, sino también aquellos recursos privados que hayan 
sido movilizados con fondos públicos (OCDE 2016, Alonso et al. 
2019).

En suma, la cuestión de la gobernanza del sistema internacio-
nal no solo implica, como es lógico, amplias dosis de cooperación, 
sino que también lleva insertas lógicas de carácter conflictivo, rela-
cionadas con los procesos de toma de decisión y el reparto de poder 
en las instituciones internacionales; un desafío que se ha visto des-
plazado y que será necesario abordar para poder avanzar satisfac-
toriamente en la Agenda 2030.

4
Cooperación y conflicto: implicaciones  
en el contexto del COVID-19

En el apartado anterior, se han destacado tres ámbitos de tra-
bajo que requerirán asumir tareas de reforma con una lógica más 
conflictiva y que parecen ineludibles para tener opciones de cumplir 
la Agenda 2030. ¿Podrán alcanzarse los ODS sin poner los intereses 
privados en sintonía con el interés social y el desarrollo sostenible? 
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¿Y sin dotar de adecuados recursos a las políticas públicas que será 
necesario implementar desde las administraciones? ¿O sin disponer 
de una arquitectura internacional más representativa, legítima y 
eficaz? Parece difícil dar una respuesta afirmativa a estas pregun-
tas. Menos aún si se tiene cuenta, además, que no son los únicos 
ámbitos en los que se demandará asumir lógicas más conflictivas, 
si se pretende tener opciones de alcanzar los ODS. Porque algo si-
milar cabría decir si se abordasen las relaciones laborales (con ten-
siones ligadas a la precarización del trabajo, su automatización o la 
conciliación de la vida familiar y laboral), el cambio del modelo 
productivo (con amplias zonas de colisión relacionadas con el papel 
de las industrias y sectores más contaminantes o la distribución de 
los costes y beneficios que se derivan de la transición ecológica) o 
las relaciones de género (y la ruptura con determinadas estructuras 
de dominación patriarcal) que recorren transversalmente toda la 
agenda. Son cuestiones que, sin duda, reclamarán amplias dosis de 
cooperación —inherentes a esta Agenda—, pero en las que será 
necesario atender simultáneamente a las fricciones y conflictos que 
subyacen a ellas para poder avanzar en la dirección adecuada (Es-
cobar 2012, Esteva et al. 2013).

El recorrido mostrado por la Agenda 2030 en sus cinco años de 
existencia ya permitía observar la necesidad de ir profundizando en 
esta dimensión conflictiva y complementar un discurso y una visión 
en torno a la agenda que, lógicamente, ha puesto el énfasis en los 
aspectos más cooperativos en sus etapas iniciales. Pero todo indica 
que esta necesidad de incorporar la dimensión conflictiva se verá 
todavía más agudizada con la llegada de la crisis generada por el 
COVID-19 (Diwakar 2020); una irrupción que no podrá ser ignora-
da por la Agenda 2030, que tendrá que encontrar formas de adap-
tarse a este nuevo contexto. Como mínimo, parece claro que hará 
falta movilizar más recursos de todo tipo, articular mejores políticas 
públicas y de protección social, dar prioridad a sectores tradicional-
mente desatendidos —como la investigación o la prevención— y 
disponer de una gobernanza internacional más inclusiva y demo-
crática, que permita gestionar eficazmente las interdependencias y 
los riesgos sistémicos a los que estamos expuestos (Griffith-Jones 
et al. 2020, Hausman 2020, Sanahuja 2020, Sumner et al. 2020). 
De nuevo, todo ello requerirá reforzar la cooperación a niveles muy 
diversos. Pero también hará necesario asumir los potenciales con-
flictos y establecer prioridades en cuestiones tan específicas como 
la redistribución de recursos y el apoyo a países con escasos már-
genes fiscales para activar las políticas necesarias (Griffiths et al. 
2020, Gupta y Liu 2020), la revisión de los sistemas de producción 
alimentaria y su impacto sanitario (Galanakis 2020) o, por poner un 
último ejemplo, el acceso internacional a las vacunas y tratamien-
tos frente al COVID-19, a medida que vayan estando disponibles 
(Yamey et al. 2020); retos estrechamente ligados a la crisis gene-
rada por el COVID-19, que también demandará adoptar enfoques 
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conflictivos, y no solo cooperativos, por parte de la Agenda 2030 y 
por las políticas que esta trate de estimular.

En este sentido, el refuerzo de esta dimensión conflictiva debie-
ra atender a tres aspectos esenciales. En primer lugar, parece recla-
mar una repolitización de la Agenda 2030. Sin duda, el énfasis 
puesto por la agenda en los aspectos cooperativos señalados tiene 
un carácter político que no hay que subestimar, especialmente en un 
escenario internacional como el actual, con las importantes amena-
zas de repliegue nacional que existen en distintos países (Sanahuja 
2019, Millán y Santander 2020). Pero la consecución de los ODS 
exige también políticas más asertivas y confrontativas en determi-
nados ámbitos. No hay excesivo problema cuando los intereses 
convergen y parecen resultar compatibles, al menos discursiva-
mente. Pero, desafortunadamente, en sociedades complejas esto 
no siempre ocurre y, por tanto, la existencia real de un compromiso 
sólido y profundo con la consecución de la Agenda 2030 y la promo-
ción del desarrollo sostenible se pondrá realmente a prueba en 
aquellos otros aspectos más conflictivos, donde hay que establecer 
prioridades, redistribuir recursos, eliminar privilegios o revisar el 
poder de decisión de los actores; tareas que reclaman una lectura 
profundamente política de los contenidos de la Agenda 2030 y que 
pueden decantar la naturaleza de esta agenda hacia un perfil más 
continuista, reformista o transformador, en función del grado de 
incorporación del conflicto que asuma.

En segundo lugar, es preciso tener en cuenta que, en muchas 
ocasiones, será fundamental reforzar la dimensión conflictiva de la 
Agenda 2030 desde la propia dinámica cooperativa. Algunas tareas 
de carácter conflictivo, como las señaladas, solo podrán ser aborda-
das de manera exitosa y eficaz si se hace apoyándose en la existen-
cia previa de esquemas de relación cooperativos. Esto es crucial 
para evitar algunos efectos no deseados, como las denominadas 
«carreras a la baja» (races to the bottom), que pueden derivarse de 
respuestas no concertadas entre actores. Piénsese, por ejemplo, en 
los casos en los que los países en desarrollo, cada uno por su cuen-
ta, tratan de resultar más «atractivos» para la inversión extranjera, 
reduciendo sus obligaciones fiscales o degradando las condiciones 
laborales, lo que genera un impacto negativo en términos de desa-
rrollo sostenible. Se trata de elementos claramente conflictivos, 
pero cuyo adecuado tratamiento requerirá la cooperación entre paí-
ses para establecer, de manera concertada, unos estándares míni-
mos que sean compartidos por todos y que no puedan verse sub-
vertidos (Caraballo 2017, Menashe 2020). Ejemplos como este 
ilustran que será necesario encontrar el equilibrio y conjugar ade-
cuadamente ambas dimensiones; en cierto modo, puede decirse 
que confrontando desde la cooperación. Y algo similar ocurre con el 
conflicto relativo a la gobernanza global: los países desarrollados 
tendrán más posibilidades de incrementar su peso e influencia res-
pecto a los países desarrollados (dimensión conflictiva), si se dotan 
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de estructuras previas de cooperación entre ellos, tales como deter-
minadas formas de regionalismo y de concertación de políticas 
(Tussie y Riggirozzi 2015, Kacowicz 2018).

Por último, se trata de un reto que tiene un marcado compo-
nente ideacional, donde alcanzarán especial relevancia las relaciones 
de poder más estrechamente ligadas al discurso y las narrativas 
(Lukes 2005, Lakoff 2007, Sanahuja 2013). Como se ha visto, la 
profundización de la dimensión conflictiva de la Agenda 2030 y 
la efectiva transición hacia el desarrollo sostenible remiten a trans-
formaciones profundas, que requerirán un amplio respaldo social y 
político, por cuanto tendrán que confrontar con las lógicas e intere-
ses de aquellos grupos de poder que se resistirán a estos cambios. 
Esto abre un amplio espacio de disputa en torno a los distintos 
discursos y narrativas a los que acudirán los diversos actores en 
pugna. La construcción de relatos que sean capaces de explicar la 
necesidad de acometer estas transformaciones, de presentar des-
de una perspectiva amplia los costes y beneficios que se derivan 
—tanto económicos como sociales y medioambientales— y, en de-
finitiva, de ofrecer un marco interpretativo coherente para com-
prender los retos a los que nos enfrentamos y conformar una ma-
yoría social y política en torno a él constituirá una de las disputas 
clave en los próximos años.

5
Conclusiones

La Agenda 2030 ha tratado de dar, por vez primera, una res-
puesta más comprehensiva e integral a los desafíos que plantea un 
mundo más complejo y dinámico. Como es lógico, en sus primeros 
años de existencia, este propósito ha llevado a poner en el centro de 
la Agenda los aspectos más cooperativos partiendo de la considera-
ción de que, en un mundo crecientemente interdependiente, solo 
será posible abordar eficazmente los retos planteados desde la ar-
ticulación de respuestas concertadas. La permanente alusión al es-
tablecimiento de «alianzas» de todo tipo —que se conforman inclu-
so como un ODS específico— parece una clara expresión de esta 
visión. Esto ha llevado a tratar de reforzar tanto la cooperación en-
tre Estados (desde una concepción cosmopolita) como la coopera-
ción entre niveles de gobierno (reconociendo un mayor protagonis-
mo a los actores subestatales), entre sectores y áreas de trabajo 
(demandando una visión más integral y transversal de la acción 
pública) o entre actores de diversa naturaleza, tanto públicos como 
privados (a través de las denominadas «alianzas multiactor»).

Sin embargo, siendo esta dimensión cooperativa ineludible y 
central para lograr los ODS, es cierto también que dotar a esta Agen-
da de un carácter más transformador requerirá profundizar en una 
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dimensión más conflictiva que, como se ha visto, ha ocupado un 
espacio residual en los primeros cinco años de vigencia de la Agen-
da. Aquí se han destacado tres ámbitos que, de manera nítida, re-
miten a aspectos esencialmente conflictivos, como es el caso de la 
necesidad de movilizar recursos privados, pero garantizando su ple-
na sintonía con el interés social y con el desarrollo sostenible; de la 
importancia de impulsar una fiscalidad —nacional e internacional— 
más robusta y progresiva, para poder dotar de recursos a las políti-
cas públicas que el cumplimiento de los ODS reclama o, por último, 
de la necesidad de introducir reformas en la gobernanza del sistema 
internacional, para hacerlo más inclusivo, democrático y eficaz. En 
todos ellos subyacen tensiones y visiones e intereses contrapuestos, 
que harán necesario asumir lógicas de carácter conflictivo.

En el despliegue y profundización de esta dimensión conflictiva 
de la Agenda 2030, que se ha hecho más necesaria aún tras el nue-
vo contexto generado por el COVID-19, se deberá tener en cuenta 
tres implicaciones fundamentales. En primer lugar, debiera conlle-
var una lectura más política —o una repolitización— de la Agenda 
2030, en la medida en que tendrá que ser más confrontativa y 
asertiva con aquellos grupos de poder tradicionalmente opuestos a 
los cambios que implica la transición al desarrollo sostenible. En 
segundo lugar, no debiera observarse como un «juego de suma 
cero» entre enfoques, sino que el despliegue de estos aspectos más 
conflictivos ligados a la Agenda 2030 deberá apoyarse, a su vez, en 
crecientes dosis de cooperación para poder ser efectiva. Y, por últi-
mo, comportará un reto que, en buena medida, se dirimirá a través 
de las fuentes discursivas del poder, en las que la pugna entre los 
distintos relatos y narrativas, y la correlación de fuerzas existente, 
desempeñará un rol fundamental.

En suma, la Agenda 2030 ofrece un marco de acción relevante 
y útil para abordar los desafíos que tenemos en los próximos años. 
Precisamente, para aprovechar esa potencialidad, se hace necesa-
rio reequilibrar la relevancia otorgada a los elementos cooperativos 
y conflictivos, incrementando la atención prestada a estos últimos, 
con el fin de ampliar la capacidad transformadora de la Agenda. Es 
sabido que el objetivo reside en que, al llegar a 2030, no sea nece-
sario mirar atrás porque, como la agenda se propone, no se haya 
dejado allí a nadie. Pero, si al final es preciso hacerlo, al menos que 
no sea para buscar qué políticas no se impulsaron, pese a saber que 
era imprescindible abordarlas.

6
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